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Excmo. señor 
Presidente de la República, 
don Patricio Aylwin A., 
Palacio de la Moneda, 
Presente 

Estimado señor Presidente: 

para su conocimiento y 
hemos ti tu lado "Comisión 
ante la situación actual 
y reconciliación". 

Nos permitimos adjuntar 
consideración, el texto que 
Chilena de Derechos Humanos 

en materia de verdad, justicia 

El contiene las apreciaciones 
que a nuestra institución merece la materia en cuestión, 
destacando los principios que están en juego y,además, 
presentando algunas recomendaciones con miras a estimu­
lar el avance hacia una reconciliación nacional. 

contribuir al debate 
esta importante materia. 

a usted, 

Esperamos, de este modo, 
y comprensión ciudadanos en 

Muy atentamente saludan 
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COMISION CHILENA DE DERECHOS HUMANOS ANTE LA SITUACION ACTUAL EN 
MATERIA DE VERDAD, JUSTICIA Y RECONCILIACION 

Es - de conocimiento público que el gobie·rno del P-residente 
Pat-ricio Aylwin, después tje habeY efectuado nume-rosas consultas, 
pyesentaYá al pais una posición global respecto al problema 
ético-jurídico y polítiso derivado de las violaciones a los 
derechos humanos y de y.ecientes tensiones en las relaciones 
cívico-militares. 

L¿_1. Com is i 6n Ch i 1 E•na de De¡•· echos Humanos deseE:1 e ont 1r i bu i Y- al 
debate y comprensión ciud~danas de tan importante materia y para 
estos efectos ofrece a la~ autoridades y a la opinión pública las 
siguientes observaciones: 

ANTECEDENTES 

ln La recuperación de la democracia, en 1990 9 tyajo consigo de 
inmediato la necesidad de encarar el tema de los derechos 
humanosª No cabe duda qus una las Yazones más poderosas que tuvo 
la ciudadanía para luchár por el advenimiento de un régimen 
democrático 9 aparte de suladhesión a esta foYma de gobierno y de 
las profundas raíces ~ue ella tiene en nuestra historia 
institucional. Fue el clamor cívico en contYa del autoritarismo 
del gobierno pasado, y en particulaY en contra de los métodos que 
este gobierno empleó, las noYmas que impuso y los hechos 
delictuosos cometidos por 1 6rganos de su dependencia, todo lo cual 
afectó gravemente los derechos fundamentalesn Por todo ello, una 
política formal respecto a las violaciones de derechos humanos 
del pasado, hubo de ser adoptada por el gobierno democráticamente 
elegidoª 

Los objetivos de tal polltica no podían ser ot-ros que los de 
-reparar el mal causado, e~ todo lo que fuera posible, y a-rbitra-r 
las medidas que tendie-ran a fortaleceY el Estado de De-recho y la 
reconciliación nacional 7 de modo de pYevenir que tales hechos 
volvieYan a repeti-rsea 

Es de conocimiento público también que pa-ra el cumplimiento de 
tales objetivosp el gobierno enfrentaba diversos obstáculos: 
limitaciones de carácter: legalp consistentes en normas de la 
Constitución y las leyes heredadas del régimen anterior, incluida 
en estas últimas el decreto de amnistia de 1978; -restricciones 
de carácter institucionalf propios de un sistema democrático de 
separación de poderes, que entrega muchas de las medidas 
necesarias para cumplir esos objetivos a las decisiones del Pode-r 
Judicial o del Parlamento; YP finalmente, las posiciones que 
algunos de los altos mandos de las Fuerzas A-rmadas habian 
adoptado públicamente -respecto de los pYoblemas de derechos 
humanos du-rante el período de su gobierno. 
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Dentro de este contexto, la política del gobierno consistió en 
poner un énfasis en el conocimiento de la verdad global de los 
hechos; en la reivindicación de la dignidad de las victimas, así 
como en reparaciones de carácter moral y material a sus familias; 
y en reformas legales y ~tras medidas que permitieran que los 
casos no cubiertos por la ley de amnistía fueran juzgados por 
tribunales independientes, y que los casos de personas acusados o 
condenados por actos de ~iolencia política cometidos durante el 
régimen pasado pudieran se:r r ev i sacios pa:r a cor ·r eg i lr i n.j ust i c i as., 
Finalmente, respecto de aquellos casos cubiertos por el decreto 
de amnistía de 1978, que incluían la gran mayoría de las llamadas 
desapariciones, el gobierHo decidió hacer conoce~ su posición de 
que, no estando en sus manos modificar la situación legal creada 
por tal amnistía, debería al menos concluirse que ésta no impedía 
investi~¡ar .judicialmente :i.;a verdad de lo ocLrrrido .. 

El cumplimiento de todas estas medidas permitiría construir una 
qenuina reconciliación nicional sobre bases sólidas .. Tales bases 
~on la conciencia adquirida por el conjunto de la sociedad acerca 
de que se ti'"ansgredie\'·on :v¿üoreS:- fundamentalf?S y de la necesidad 
de reafirmar los valores quebrantados, así como una reciproca 
actitud mm,. al de víctimas y victimarios .. 

La verdad global sobre cil sistema represivo instaurado y sobYe 
los hechos con resultado :de muerte o desaparición, fue dada a 
conocer por el informe de!la Comisión de Verdad y Reconciliación, 
entregado en febYero de 1991, en el cual se incorporaron también 
los casos de víctimas d~ actos violentistas con resultado de 
muerte, ejecutados por idversarios del régimen militaY.. El 
respeto poY las victimas :y la reivindicación de su dignidad fue 
enfatizado en el discurso con que el Presidente dio a conocer el 
informe de la Comisión Rettig, así como en sucesivos 
pronunciamientos del Parlamento y de los más diversos sectoyes 
políticos y sociales" Una ley de reparación en beneficio de las 
familias de las victimas fatales, de uno y otro campo, se 
promulgó en febYero de 1992, sobre la base del mismo informe, y 
está en aplicación" Sigu~endo las recomendaciones de la Comisión 
de Verdad y Reconciliaci6M, una institución sucesora, la Comisión 
de Reparación y Reconcil~aci6n, fue creada con el propósito de 
tomar decisiones sobYe casos no resueltos o no presentados ante 
su antecesora, y para asistir a las familias de las victimas en 
su bósqueda sobre la suerte y paradero de sus seres queridos" 

Los datos que suministró :el informe de la Comisión de Verdad y 
Reconciliación fueron acogidos por la ciudadanía y no han sido 
desmentidos.. Antes bien, hubo reconocimiento, implícito o 
explicito, de la verdad develada, poY parte de amplios sectores 
sociales y políticos, aunque hubo quienes disputaron aspectos de 
interpretación contenidos en ese informe.. Sin embargo, algunas 
ramas de las Fuerzas Armadas formularon un rechazo del documentoD 
Lo propio hizo la Corte Suprema en lo relativo al capitulo en que 
se critica su conducta durante el régimen militarD Con todo, 
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ninguna de estas reacciones de rechazo se refirió a eY~ores o 
falsedades en los hechos 9 sino solamente expresaYon la reacción 
que les merecía el informe en su globalidad o la interpretación 
hist6Yica o jurídica que se contenía en las conclusiones de la 
Comisión. 

2. De este modo los distintos aspectos de la política del 
gobierno con respecto al problema de violaciones de los derechos 
humanos del pasado fuerdnv en lo sustancial, cumplidos, o se 
encontraban encaminados a través de un cauce institucional que 
permitía anticipar los ~esultados esperados. Esto no ha 
ocurrido, en cambio, con la investigación judicial de los casos 
cubiertos por el decreto d~ amnistía de 1978" Tal investigación, 
tratándose de los desapar~cidos, se conducía por lo general sobre 
la base de las últimas noticias ciertas, que eran de las de un 
secuestro o detención ilegal. Dado que el secuestro legalmente 
concluye sólo por la liberación o la muerte del secuestrado, 
mientras no se acreditara una u otra circunstancia no podían los 
tribunales aplicar la amnistía. A falta de cooperación por parte 
de los hechores, o de otr~ información cierta sobre la suerte de 
la victima, llegaba el momento en que el juez debía, atendida la 
información con que contaba, encargar reo a quienes aparecían 
responsables del secuestro cometido. Este hecho, junto al número 
de causas en estado de s~mario, y la publicidad que todas ellas 
recibían, han sido menciqnados como uno de los motivos que el 
Ejéycito habría tenido p~ra manifestarse públicamente el 28 de 
mayo pasado, de la manera que el país conoceª 

La posibilidad de investigar, del modo como lo han hecho los 
tribunales ordinarios, h~bia sido objeto de una interpretación 
vacilante por parte de la Corte Suprema, aunque últimamente 
paYece afirmarse la tesis judicial de que los delitos cubiertos 
por el decreto de amnistía de 1978 pueden seY objeto de 
ir1vestigación, hasta deteiminar el delito preciso que se cometió 
y la fecha de su perpettación, aunque no las responsabilidades 
penales del caso. 

Aparte de las limitaciones objetivas que la falta de cooperación 
de los hechores ponía al tYabajo de la justicia ordinaria, se da 
la ciYcunstancia de que el sistema legal entrega a·los tribunales 
de juYisdicci6n militar el conocimiento de la generalidad de los 
procesos en que se enjuicia a uniformados" Las condiciones 
objetivas de oyganizacióniy funcionamiento de tales tribunales no 
permiten garantizar su independenciaª De hecho, en los casos de 
violaciones delictuosas a los derechos humanos, la tendencia 
general de sus fallos se han orientado al favorecimiento de los 
inculpados, cualquiera sea el mérito de la causa y la inhumanidad 
de los hechosª 

Además de los dicho, las Fuerzas Armadasv como institución, no 
han colaborado en la tarea de facilitar las investigaciones, 
pYoporcionando los antec~dentes de personas que pudieran haber 
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conocido o participado ~n actos de 
fundamental esª Esos d,Ed::os:, desde 1 uego, 
la Comisión de Verdad y Reconciliaciónª 

violación 
no fLte·ron 

de derechos 
entregadc,s a 

La conclusión es, en suma,¡: que ·respecto de los C'I" ímenes cubieYtos 
por el decreto de amnistía de 1978v si bien se avanzó en el 
conocimiento de la verdad, tal objeto está lejos de cumplirse 
pl enamenten No pudiendo 1 a justicia conc 1 ui 1r su 1 abcqr ji y no 
e:-,d st i endo por ot r- el parte , e ol ,3.bOi" ac i 6n y al" r epent i miento ni 9 por 
tanto, perdón~ tampoco se ha logrado reconciliar los espíritusª 

Cabe reafiy-mar de la maneY-a más categ6rica'l que l.a mayor pai.,.te de 
los hechos cubiertos por el decreto de amnistía de 1978 fueron 
ejecuciones a sangre fyía de prisioneros indefensos, habiéndose 
dispuesto de sus restos de modo irregular o secretoª Estos son 
crímenes de singular gravedad, siendo aón mayor la de aquellos 
que fueron cometidos bajb el control de una organización de 
g c,b i er no 9 e orne• 1 o fu e ·1 a DI Ni~,, que p 1 an i f i e 6 y e j ec u t 6 
sistemáticamente tales atroces violaciones a las más básicas 
normas de humanidadª 

3. Es a la luz de todo lo anterior que deben considerarse las 
manifestaciones efectuadas por el Ejército con fecha de 28 de 
mayo de 1993, en ausencia del Presidente de la Repóblica, con el 
expreso designio de expresar su inquietud, entre otras materias, 
ante el hecho de que un nómero importante de uniformados 
estuviera siendo objeto de citaciones por parte de la justicia= 
Tanto las autoridades de: Gobierno y el Parlamentoy como los 
PaYtidos Políticos 1 la sdciedad en general y los o~ganismos de 
derechos humanos interpret~ron esta manifestaciones como graves y 
no faltaron quienes lo dieron el c¿iráct:er de amenaza contt·a la 
estabilidad de la Repúblicaª 

PRINCIPIOS EN JUEGO 

La Comisión Chilena de Derechos Humanos estima que la ciudadanía 
tiene derecho a preguntar sobre el significado de tales 
manifestaciones= ¿Se tr~ta de plantear lisa y llanamente que 
todos los que incurriefon, con anterioridad al decreto de 
amnistía, en delitos grav~s, con abuso de poder y en violación de 
derechos fundamentales, no sólo estarían exentos de 
responsabilidad penal sinq que además rehusarían toda cooperación 
a la ta~ea de descubrir la vey-dad de lo ocurrido y el paradero de 
las víctimas? Si tal fuese la voluntad que se quiso expresar en 
la oportunidad indicada, ·querría decir que se está negando no 
sólo las base~:> necesa1,.ias pétira logra1r una re:-"?concil iación genuin;;:i 9 

sino también la esencia del proceso de recuperación democrática 
cumplido entre 1989 y 1990ª 

Esto sería, por cierto, 
innecesario proyectar 
intención involucraría. 

de inmensa gravedad. La Comisión estima 
las trágicas consecuencias que tal 
Prefiere interpretar las cosas de manera 
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que el respeto a la Constitución y a los poderes constituidos se 
mantenga inalterable y que los problemas envueltos en el presunto 
conflicto sean solucionados. Con miras a este objetivo, sin 
embaYgo, es necesario recurrir a principios que valen para todos 
y que resultan nitidamen~e de los valores éticos y juridicos 
fundamentalesª 

Tales principios pueden resumirse, como sigue~ 

1 0 El derecho y el deber de la sociedad a indagar, conocer y 
asumir la verdad acerca de hechos que la afectan 
fundamentalmente, no pueden ser negados sin grave perjuicio 
social y moral, tanto par~ las generaciones que sufrieron los 
hechos como para futuras ~eneraciones. 

2. El derecho de las familias a tener una respuesta cierta 
respecto de la suerte y el paradero de los restos de las personas 
desaparecidas 9 y de los cuerpos de las personas ejecutadas cuya 
suerte es conocida, sin h~ber sido encontrados, es inalienable y 
no está afectado por motiv~ciones de orden público o de Estado. 

3 0 Existen instituciones Jurídicas como la prescripción, la 
amnistía y el indulto, cuyo fundamento no es la justicia sino 
otros valores, tales comd la paz social. Por lo mismo, la 
aplicación de dichas inst:ituciones sólo se justifica si se hace 
de un modo y con fines q~e efectivamente conduzcan a una genuina 
paz social. Las medid~s de clemencia que una sociedad 
democrática pueda adoptar deben estar basadas en la verdad, o al 
memos no constituirse en un obstáculo para que la verdad se 
descubra, y deben~ además, ser aprobadas democráticamenteª 
Finalmentey en el caso de ciertos crímenes particularmente 
abominables, el derecho internacional y la conciencia universal 
exigen que siempre deban ser sometidos a procesoª A la luz de 
todos estos principios 1 la Comisión reafirma que el decreto de 
amnistía de 1978 es ilegitimo, aunque no desconoce que la 
aplicación de tal decreto ha quedado impuesta en los hechos por 
circunstancias instituciohales, legales y políticasª Seria, sin 
embargo, de la mayor gravedad, que además de garantizar la 
impunidad de los hechos que cubre, dicho decreto de amnistía se 
inte~pretara como un nuevo , definitivo obstáculo para el 
descubrimiento de la verdad, con perjuicio de los derechos de la 
victima y de las condiciones necesarias para una verdadera 
reconciliación. 

4º La Comisión Chilena de Derechos Humanos estima, además, de 
suma conveniencia discutir y dilucidar algunos criterios y 
conceptos que suelen ser objeto de controversia, relativos al 
comportamiento que debe ,seguir la sociedad chilena frente al 
problema de las violaciones a los derechos humanos. cometidas 
durante el período de gobierno militarª Cabe destacar los puntos 
que siguen: 
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a) En dos oportunidades, ~entro del actual gobierno democrático, 
el Ejército ha efectuado ~anifestaciones que, cualesquiera haya 
sido su fundamento formal, tuvieron por objetivo crear una 
situación pol :l tic a de tens:i •~•n nacional.. En cada caso s.e d iei'"on 
explicaciones públicas qu~ no correspondían a la verdad .. Eso es 
ilegítimoª Han justificado esta clase de hechos quienesi por 
yazones de orden político, se niegan a aceptar que el poder 
militar comete errores.. Tales equívocos y vacilaciones sólo 
pueden contribuir a socavar la democraciaº Ante tales 
manifestaciones el ciudadano común no puede luchar contra la 
fuerza" Pero sí puede y debe emplear, personal y colectivamente 
todos los medios sociales legítimos para lograr que tales actos 
ilícitos, así como las expresiones de apoyo que reciben, sean 
rE".Khazadas por la opinión pública, de modo de quitarles 
posibilidades de éxito y reafirmar dignamente los valores de la 
libertad y la democraciaª 

b) Con el buen propósito de hacer viables las soluciones 
consensuales acerca de los problemas de derechos humanos, suele 
decirse que las presuntas responsabilidades de los militares, en 
mate'r" ia de delitos pol ít: icos, deben se·.,. en-tendidas como 
personales solamente, de modo que jamás se podrá acusar a la 
institución mismaª Frente a estas afirmaciones, la Comisión 
recuerda y hace suyas la ~onclusiones del informe de la Comisión 
de Verdad y Reconciliación que a este respecto sostiene: 

11 
...... es correcto dec i"f que las responsabilidades de carécter 

penal y otras responsabilidades legales que puedan derivarse 
de violaciones de derechos humanos son de ca"fácter personal 
y no afectan a la institución a que pertenece el hechor .. Es 
también cierto que debe apreciarse en toda su valía el rol 
fundamental que las Fuerzas Armadas y de Orden han jugado en 
la historia patria y se debe valorar su carácter de 
instituciones esenciales y permanentes de la Naciónª 
Finalmente, es laudable que se procure evitar toda 
utilización del tema de los derechos humanos que busque 
denigrar a estas instituciones, o menoscabar la contribución 
que han pYestado al pais y el rol que están llamadas a 
py-estar en el futur-0 11

: .. 

11 S:in erriba·l'"go 11 esto no puc~de servir para negaY- lct 
responsabilidad histórica o moral que pueda haber cabido a 
una u otra institución, por prácticas que oy-den6, o en las 
cuales consintió, o respecto de las cuales no hizo todo lo 
debido por evitarlas .o po·I'" pY-eveni·r su 1repetici6n .. Así como 
hemos hablado de responsabilidad moral del Estado, que sey-ia 
inconcebible si los actos de sus funcioni:.·:nrios no pudie·r;:m 
jamás afectarlps, así se puede hablar también con propiedad 
de la responsabilidad moral o histórica de partidos 
politicosp de otras instituciones o sectores de la vida 
nacional y de la sociedad toda .. Las Fuerzas Armadas y de 
Orden no son una excepción .. Son los hombres los que forjan y 
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hacen grandes a las instituciones y son también los hombres 
quienes pueden afectarlas negativamente.," 

11 Al hacer estas precisiones no mueve a esta Comisión un a-fán 
puramente conceptual, por impo-rtante que el 1 ci pueda ser., 
Cree esta Comisión que si se llegara a entender que no 
impor-tando cuál sea l.a conducta de miembros individuales de 
una institución, la institución misma esta-rá siempre inmune 
a todo da~o o desprestigio, se correría el peligro de caer 
en u.na actitud de cómplacencia que puede termina-r por daria·r 
seriamente la integridad y prestigio institucionales que con 
toda .justicia se busca -resgua-rdar 11 

.. 

"El recc,noc imiento de 1 as responsab i 1 idc:\des h ist ór- icas y 
rno·¡rales que a cada fnstitu;:ión de la vida nacional caben,¡ y 
de las que pocas, .si alguna, han estado exentas en la 
historia, las enaltece, las hace mejores y les permite 
servir más cabalmente los elevados propósitos paya los que 
fue·r on creadas 11 ª 

e) Estimamos equivocada también la actitud ético-jurídica que 
tiende equiparar la situación de los infractores a los derechos 
humanos durante el periodo militar, con la de los autores de 
otros actos de inhumanidad, cometidos como manifestaciones de 
oposición en contra del citado régimen.. La diferencia no 
consiste en que unos delitos deben ser perdonados y los otyos 
Scinc ionados, sino en que!I en 1 os hechos!I 1 a mayo1r pa1rte de 1 os 
responsables de atentados terYoristas y otros actos de violenciap 
bajo el gobieYno militar y después, fueron denunciados, 
aYrestados, procesador y condenadosª Las medidas de clemencia, 
sean éstas de amnistía o de indultos 11 o de conmutación de la pena 
o de parte de la pena, les llegaron sólo después de haber sufrido 
el rigor, a veces ilícito, de procedimientos muy duros 11 incluido 
muchas veces el cumplimiento de largos a~os de prisiónª En 
cambio, la mayor parte de los responsables de torturas o 
asesinatos cometidos en nombre de la lucha en contra de la 
subversión frente al gobierno militar, permanecen libres, sus 
nombres se ignoran, mucho~ de ellos disfrutan de sus cargos

11 
se 

niegan a comparecer ante la justicia y son protegidos por sus 
superioresª Salvo un taso aislado, ninguno de ellos, hasta 
ahora, ha recibido sanción penal.. Por esto es injusta la 
posición de quienes rechazan acremente los indultos o las 
conmutaciones del resto 'de la pena concedidos a los que ya 
sufrieron un severo casiigo por sus acciones pero, en cambio 
defienden calurosamente el olvido, sin mayor investigación y sin 
siquiera actos de arrepentimiento de los responsables~ de los 
crimenes de aquéllos cuyas conductas están ya protegidas por la 
amnistía, o incluso propician una nueva amnistía antes de que se 
haga justicia con respectb a crimenes de a~os más recientes cuyos 
pt'·ocesos se encuentran. aún pendiente=:-" No debe tampeicc! 
olvidarse, que aunque los valores afectados por los crímenes de 
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una y otYa paYte sean de igual entidad, Yeviste especial gravedad 
el hecho de que agentes ~el Estado, cuyo deber es respetar y 
hacer re6petar los derechos de las peYsonas, empleen la fuerza 
que detentan, y que corresponde en últimos términos a la 
soberanía popular, para· violar tales derechos en lugar de 
resguardarlos. 

RECOMENDACIONES 

Apoyado en todas las argumentaciones anteriores, 
recomienda lo siguiente, con miras a estimular el 
una reconciliación nacional: 

la Comisión 
avance hacia 

1. El movimiento por la reconciliación nacional debe ser 
entendido como vasto y profundo, con paYticipación de la sociedad 
chilena en los objetivos últimos que se persiguen y en los medios 
de acción y pasos específicos que deben utilizarse para 
lograrlos. Es indispens~ble de parte de todos una muy sincera 
voluntad de conseguir tales objetivos, reconociendo los hechos en 
cuestión, haciendo concesiones legítimas a los puntos de vista de 
otros y abandonando toda pretensión de injusticia o basada en la 
fuerza. 

2. Reconociéndose que se 'han hecho avances objetivos para lograr 
una reconciliación genuina y duradera, debe admitirse, asimismo, 
que· existe aún una brecha no salvada, consistente en las 
dificultades para escla~ecer la suerte y paradero de los 
detenidos-desaparecidos. ¡ No se logrará un progreso verdadero 
respecto a esta grave deticiencia en el plan de reconciliación, 
ni una restauración del oYden ético que fue quebrantado, si no 
hay? por paYte de las actuales jefaturas de las fuerzas armadas 1 

un reconocimiento de que hubo, bajo el gobierno anterior, 
transgresiones a normas básicas de humanidad, dolorosas y 
condenables, sin que e1:10 signifique que las instituciones 
mismas, como entidades permanentes, deban asumir la 
responsabilidad. Ninguna evasión, ningún eufemismo o falsedad 
podrán impedir que la opinión pública de hoy y la historia de 
ma~ana exigen la verdad escueta, aunque sea en forma esencial. 

3. Otros sectores políticos y sociales han reconocido la 
responsabilidad que les cupo personalmente, o a las instituciones 
a que pertenecen, en el proceso de quiebre de la democracia 
chilena y de polarización política que precedió a la toma del 
poder por parte de las Fuerzas Armadas. Aun cuando no cabe 
establecer un vínculo causal entre tal grave proceso de deterioro 
político y las violaciones a los derechos humanos que tuvieron 
lugar posteriormente, no es posible·desconocer, como lo afirmó la 
Comisión de Verdad y Reconciliación, que tal proceso, aunque 
jamás puede ser invocadci para justificar dichas violaciones, 
objetivamente las hizo más probables. Aunque estas personas y 
organizaciones hayan anteriormente manifestado públicamente la 
re;ponsabilidad que les pudb caber, podría considerarse un nuevo 
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espiYitu de enfatizar 
y 02n2ralizad2 de reconocimi2ntoª 
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